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DELITO: HOMICIDIO CALIFICADO. 
 

 

- - - OCTAVA SALA, ESPECIALIZADA EN MATERIA PENAL 
TRADICIONAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO.- 
Cancún Quintana Roo, a *****de *****del dos mil *********.– 
- - - VISTO.- Para resolver el Toca Penal al rubro citado, formado con motivo 
del recurso de apelacióninterpuesto por el ************** ***** *********, Encargado 

del departamento Jurídico, por suplencia del Encargado de la Dirección del Centro 
de Reinserción Social de Benito Juárez, en contra del auto de fecha **** de ********* 
de dos mil ******, dictada por el ciudadano Secretario de Acuerdos en Funciones de 
Juez ******* Penal Auxiliar “*” de Primera Instancia del Distrito Judicial de Cancún, 
Quintana Roo, en autos de la causa penal ***/****, que instruye en contra de ******* 
**** *****, por el delito de HOMICIDIO CALIFICADO; en el que NO CALIFICÓ DE 
LEGAL el traslado realizado dela referida inculpada, del Centro de Reinserción 
Social de Benito Juárez, Quintana Roo, al Centro de Reinserción Social de la 
ciudad de Chetumal, Quintana Roo; y: 

R  E  S  U  L  T  A  N  D  O 
- - - 1.- En el proceso penal de referencia, se dictó un acuerdo que, en la 
parte que interesa, es del tenor literal siguiente:-  

 
“…JUZGADO ******* PENAL “*” DE PRIMERA INSTANCIA.- Cancún, 
Quintana Roo, a **** de ********* de dos mil ******.- - - - - - - - - - - - - VISTA.-
… En consecuencia de lo anterior el ciudadano Secretario de Acuerdos en 
funciones de JUEZ penal “*” ACUERDA: Con fundamento en el Artículo 504 
del Código Procesal Penal vigente para el Estado, agréguese a los autos de 
la causa penal ***/****, el oficio de referencia y anexos para que obre como 
legalmente corresponda. 

Ahora bien dado su contenido, se procede a proveer el oficio 
***************************, y anexo, de fecha **** de ********* de dos mil ******, 
presentado el día doce de los corrientes, ante la Oficialía de Partes de este 
Juzgado, por el que se informan el traslado de la procesada ******* **** *****, 
al Centro de Reinserción Social de Chetumal, Quintana Roo, en virtud de la 
determinación urgente y de protección de **** de ********* del dos mil ******; 
en ese tenor, no obstante que el mismo fue notificado a esta Autoridad 
dentro del término establecido en el artículo 52 de la Ley Nacional de 
Ejecución de penas, que señala “La Autoridad Penitenciaria, como caso de 
excepción a lo dispuesto en el artículo 50, podrá ordenar y ejecutar el 
traslado de personas privadas de la libertad, mediante resolución 
administrativa con el único requisito de notificar al juez competente dentro 
de las veinticuatro horas siguientes de realizado el traslado, …En todos los 
supuestos de excepción a los traslados sin autorización previa, el juez 
tendrá un plazo de cuarenta y ocho horas posteriores a la notificación para 
calificar la legalidad de la determinación administrativa de traslado…”; en 
consecuencia no se califica de legal el traslado informado mediante oficio 
*********************************** de la procesada ******* **** *****, al Centro 
de Reinserción Social de Chetumal, Quintana Roo, en razón de que se 
encuentra sujeta a la presente causa penal, la cual se encuentra en periodo 
de instrucción en virtud de la reposición de procedimiento ordenado por la 
Octava Sala Especializada en materia Penal Tradicional del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado de Quintana Roo, con sede en esta ciudad; 
por ende, este Juzgador es competente para conocer y pronunciarse 
respecto a la determinación que ordene el traslado de la privada de su 
libertad que se encuentra sujeta a un procedimiento judicial, como en el 
presente caso, ya que el traslado a diverso centro de reclusión repercute en 
el atraso de la secuela procesal instruida.  
Lo anterior encuentra sustento en la tesis de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, visible en la Sistematización de Tesis y 
Ejecutorias publicadas en el Semanario Judicial de la Federación de 1917m 
con fecha de registro 2006256, del rubro “TRASLADO DE PROCESADOS, 
LA ORDEN RELATIVA, DEBE AUTORIZARLA EL JUEZ QUE INSTRUYA 
LA CAUSA PENAL. El Tribunal del Pleno de la Suprema corte de justicia de 
la Nación, en cuanto a la competencia de la autoridad a la que corresponde 
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ordenar el traslado de sentenciados en la etapa de ejecución de una 
sentencia penal, estableció que la reforma a los artículos 18 y 21, párrafo 
tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de Junio de 2008, 
introdujo el modelo penitenciario de reinserción social y judicialización del 
régimen de modificación y duración de penas. Así con la entrada en vigor de 
la reforma citada se generó un cambio sustancial, en el sentido de que 
actualmente no corresponde a las autoridades administrativas supervisar los 
medios utilizados para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad y 
los eventos acontecidos durante el cumplimiento de las sentencias, como el 
traslado de internos, que corresponde a las autoridades judiciales. Ahora 
bien, esta Primera Sala del alto tribunal considera que la interpretación 
realizada por el Tribunal del pleno respecto a que la autoridad judicial es la 
competente para autorizar el traslado de un sentenciado de un centro de 
reclusión a otro, debe extenderse a la orden de traslado que se emita en 
faso o etapa de proceso, pues el tiempo de la prisión preventiva es parte de 
la pena de prisión que se impone, toda vez que aquel se resta a los años, 
meses y días de la pena que en definitiva se impone al sentenciado para 
compurgar. En ese sentido, si el periodo de duración de la prisión preventiva 
se resta de la pena impuesta en sentencia definitiva, entonces todo lo 
relacionado con las condiciones en que se lleve a cabo la prisión preventiva, 
como el lugar en donde estará preventivamente privado de su libertad, debe 
ser autorizado por el juez del proceso o de la causa penal. De ahí que la 
orden de traslado emitida por el director de un centro de reclusión, cuando 
el interno se encuentre en prisión preventiva durante la etapa procesal del 
juicio, debe ser autorizado por el juzgador que instruya el proceso.” 

Ahora bien, es de señalar lo establecido en los numerales 50 y 51 
de la Ley invocada, que en su parte conducente, el primero señala “artículo 
50.- …Cuando exista el interés de una persona sentenciada para ser 
trasladado a otro centro penitenciario, el Juez de Ejecución requerirá su 
consentimiento expreso en presencia de la persona que sea su 
defensora…” y el segundo “artículo 51.- El traslado involuntario de las 
personas privadas de la libertad pública por el Juez de Control, en términos 
de lo establecido en el Código.”; por lo que, al no haberse manifestado el 
interés de la procesada para ser trasladada a otro centro penitenciario, así 
como al hecho de que este no fue de manera voluntaria, ni fue autorizado 
por esta Autoridad Judicial, procede requerir al Director del Centro de 
Reinserción Social de Benito Juárez, con sede en esta ciudad, para que a la 
brevedad posible los trámites necesarios a efecto de que la procesada 
******* **** *****, bajo su más estricta responsabilidad, sea trasladada y 
reingresada a esta ciudad a dicho Centro carcelario; para lo cual se ordena 
girar oficio de estilo al referido Director a efecto de que dé cumplimiento a lo 
aquí acordado. Máxime que de conformidad con lo establecido en el 
numeral 49 de la multicitada Ley Nacional de Ejecución Penal, las personas 
sujetas a prisión preventiva deberán cumplir con dicha resolución judicial en 
los Centros Penitenciarios más cercanos al lugar donde se está llevando a 
cabo su proceso, con la finalidad de no retrasar la secuela procesal instruida 
en su contra. 

Ahora bien, toda vez que la procesada ******* **** *****, se 
encuentra recluida en el Centro de Reinserción Social de la ciudad de 
Chetumal, Quintana Roo, mismo que se encuentra fuera de la jurisdicción 
de este Juzgador, con fundamento en los artículos 549 y 552 del Código 
Procesal Penal aplicable para el Estado, gírese atento exhorto al Juez Penal 
de Primera Instancia de esa ciudad, a efecto de que en auxilio de las 
labores de este Juzgado, comisione al actuario de su adscripción para que 
se constituya a los cubículos de ese Centro carcelario y le notifique a la 
procesada de mérito el presente acuerdo. Por último, solicítese a la 
Autoridad Exhortada anexar las constancias correspondientes al exhorto 
que se sirva devolver, a la brevedad posible. - NOTIFÍQUESE Y 
CÚMPLASE.-…”-  

 
 

- - - 2.- Inconforme con la resolución anterior, el licenciado****** ***** ********* 
********, Director del Centro de Reinserción Social de Benito Juárez, por 
instrucciones de la Directora General de Ejecución de Penas y Medidas de 
Seguridad en el Estado de Quintana Roo, interpuso en tiempo y forma el Recurso 
de Apelación, se corrió traslado a las partes a efecto de que manifestaran lo que a 
su interés corresponda o en su caso, ejercitaran su derecho a la adhesión, tal y 
como lo establece el numeral 134 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, 
remitiéndose testimonio certificado a esta Sala Especializada  para la 
substanciación del recurso de apelación hecho valer, el que una vez recibido y 
declarado bien admitido, se procedió a la integración y tramitación del toca 
correspondiente y substanciado que fue en términos de la referida Ley Nacional, se 
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dejó en estado de dictar resolución, la que con esta fecha se pronuncia conforme a 
los siguientes: 
 

C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O  S 
 

- - - I.- Este Tribunal de Alzada es competente para conocer y resolver del presente 
asunto de conformidad con lo dispuesto en el artículo 98 de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, con relación al Acuerdo del Pleno 
del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Quintana Roo, publicado en el 
Periódico Oficial del Gobierno del Estado el catorce de julio del año dos mil 
dieciséis, mediante el que se crean y organizan las Salas Unitarias de Segunda 
Instancia del Tribunal Superior de Justicia del Estado; así como que se adscriben y 
re adscriben a los Magistrados Numerarios y Supernumerarios a las Salas 
Especializadas del Tribunal Superior de Justicia del Estado, respectivamente; de 
donde se observa se organizaron las Sala Unitarias de Segunda Instancia 
correspondiéndole a la antes Séptimas Sala Especializadas en Materia Penal, la 
nomenclatura de Octava Sala Especializada en Materia Penal Tradicional, 
determinándose que dicho acuerdo entraría en vigor a partir del primer día del mes 
de agosto de dos mil dieciséis; y en términos del artículo 31 y 32 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado. Por acuerdo del Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado, publicado el veintiuno de diciembre de dos mil 
dieciséis, a partir del diez de enero del dos mil diecisiete funge como titular la 
Licenciada ******* ******** *******. Así también, con fundamento en el artículo tercero 
transitorio, párrafo segundo, de la Ley Nacional de Ejecución Penal, en la que 
establece que los procedimientos que se encuentren en trámite a la entrada en 
vigor de ese ordenamiento legal, continuarán con su sustanciación de conformidad 
con la legislación aplicable al inicio de los mismos, debiendo aplicar los 
mecanismos de control jurisdiccional previstos en esa Ley, de acuerdo con el 
principio pro persona establecido en el artículo 1° Constitucional; este Tribunal de 
Alzada es competente para resolver el presente asunto.- 
- - - II.- El presente recurso tiene el objeto y alcance que le conceden los artículos 
292, 293, 295 Fracción I, 328 y 329 del Código de Procedimientos Penales vigente 
en el Estado; y los diversos 52, 121, 131 y 132 fracción VII, de la Ley Nacional de 
Ejecución Penal.- 
- - -III.- Que el recurrente dentro del término de Ley que le fuera concedido, a 
través de atento oficio **********************************, de fechaquince de diciembre 
de dos mil veinte, expresó los agravios que le causa la determinación de marras; el 
cual se encuentra glosado en autos del expediente penal original citado, cuya copia 
autorizada fue remitida a esta Sala Especializada, y que en obvio a repeticiones 
innecesarias se tienen por transcritos a la letra en esta resolución, sin que depare 
perjuicio alguno al apelante en los términos de la Tesis Jurisprudencial bajo el 
rubro: “AGRAVIOS, FALTA DE TRANSCRIPCIÓN DE LOS, EN LA SENTENCIA. 
NO CAUSA PERJUICIO SI SE CONTESTAN.” Visible en la página 61, Tomo IV 
segunda parte, octava época, Semanario Judicial de la Federación.- 

- - - IV.- Cabe destacar que la inconformidad con la resolución emitida por el 
A quo, fue interpuesta por el Licenciado **** ***** *********, Encargado del 

departamento Jurídico, por suplencia del Encargado de la Dirección del Centro de 

Reinserción Social de Benito Juárez,a quien en términos del numeral 121 
fracción IV de la Ley Nacional de Ejecución Penal, se le tiene reconocida su 
calidad de parte, motivo por el cual posee legitimación procesal para 
interponer el recurso que ahora nos ocupa; en ese tenor, esta Sala 
Especializada, con apoyo en el diverso cardinal 328 de la Ley Procesal 
Penal del Estado de abrogación paulatina, interpretado a contrario sensu, el 
estudio y análisis de los agravios esgrimidos se limitará estrictamente en su 
contenido. 
- - - V.- La resolución por esta vía impugnada, lo constituye el auto de fecha 
doce de diciembre del año dos mil veinte, emitida por el Secretario de 
Acuerdos en funciones de Juez ******* Penal “*” de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Cancún, Quintana Roo, en la causa penal número 
***/***** en la cual NO CALIFICÓ DE LEGAL el traslado efectuado de la 
**************** **** ***** del Centro de Reinserción de la ciudad de Cancún, 
Benito Juárez, Quintana Roo, lugar donde se encontraba recluida, al Centro 
de Reinserción Social de la Ciudad de Chetumal, argumentando el A quo 
que dicho acto administrativo genera perjuicio a las garantías fundamentales 
de aquella, por cuanto vulnera su derecho a la adecuada defensa, así 
también acarrea dilaciones innecesarias al procedimiento penal que se le 
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instruye, debido a la distancia en la que ahora se encuentran de la sede 
judicial, violentando de esta manera su prerrogativa a una impartición de 
justicia pronta y expedita; ambos derechos consagrados en el artículo 20 de 
la Constitución Federal; así también se contraviene lo dispuesto en el 
diverso numeral 49 de la Ley Especial, al establecerse que los procesados 
privados de su libertad deberán permanecer en los Centros Penitenciarios 
más cercanos al lugar en donde se está llevando a cabo su proceso. 
- - - VI.- En desacuerdo con la determinación aludida, el Director del Centro 
de Reinserción de Benito Juárez, Quintana Roo, señaló en sus agravios, 
que resulta inexacta la apreciación del A quo, pues considera que fue 
fundada y motivada las razones por las que se ordenó el traslado dela 
interna de mérito, procesada en la causa penal de origen, como medida de 
protección a la integridad física de dicha sujeto, así como de la restante 
población penitenciaria y de las personas que en ella laboran, empleando 
para ello diversas disposiciones de la Ley de Ejecución de Penas y Medidas 
Judiciales del Estado de Quintana Roo y en la actual Ley Nacional de 
Ejecución Penal, sin que el Juez del Proceso los haya tomado en 
consideración; asimismo, aduce la Autoridad Administrativa inconforme que 
le genera agravio la circunstancia que el Juez de origen omitió precisar los 
medios de prueba por las que llegó a la determinación arribada, pese a los 
motivos y elementos de convicción que ofreció para tal fin. Finalmente 
aduce, que la finalidad dela orden de traslado efectuada, obedeció a la 
salvaguarda de su integridad física, al haber riesgo fundado en el que se 
encontraba la interna al no poder garantizarse la seguridad personal de ésta 
y su integridad física al interior del centro, a la vez que se ponía en riesgo la 
seguridad y gobernabilidad del Centro Penitenciario que dirige. 
- - - VII.- En este contexto, tenemos que son fundados los agravios 
esgrimidos por el Licenciado****** ***** ********* ********, Director del Centro de 

Reinserción del Municipio de Benito Juárez, pues como bien lo adujo el 
funcionario inconforme, el A quo soslayó tomar en consideración los motivos 
que se tuvieron para realizar el traslado de ******* **** ***** del Centro de 
Retención de Benito Juárez, Quintana Roo, al diverso de la capital del 
Estado, al tratarse de unainterna que a su consideración, amenazaba el 
orden y la tranquilidad del lugar donde se encontraba privada de su libertad, 
por cuanto surgieron grupos delincuenciales antagónicos al interior del 
centro, lo cual puso en riesgo la integridad de la propia interna, así como la 
gobernabilidad y civilidad de dicho centro carcelario, pues no cuentan con 
un área especial destinada para albergar a personas que requieran medidas 
de vigilancia especial. Razones que en el auto combatido, el Juez Natural 
no hizo pronunciamiento alguno, argumentando dogmáticamente que ese 
acto administrativo dilata las notificaciones dirigidas ala procesada de 
marras, y que tal resolución no satisface los supuestos establecidos en el 
numeral 52 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, pues refiere que es el 
Juez de la causa el facultado para calificar la legalidad de dicha 
determinación administrativa de traslado.  
   En efecto, de la lectura del auto combatido se advierte que el A quo 
soslayó las razones y motivos que orillaron al Director del Centro de 
Reinserción Social con sede en la ciudad de Cancún, municipio de Benito 
Juárez, Quintana Roo, a solicitar a su ente superior, la Dirección General de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad del Estado, el traslado dela 
procesada******* **** *****al Centro de Reinserción de la capital Estatal,ello 
como MEDIDA URGENTE Y NECESARIA para garantizar la seguridad de la 
integridad física de la propia procesada, así como la gobernabilidad y 
civilidad del centro carcelario que dirige y a su vez la  tranquilidad y 
seguridad de la restante población penitenciaria; por ser dicha interna 
partícipe en pugnas por el control de áreas e intentar imponer autogobiernos 
que han afectado a ese Centro de Reinserción, pues únicamente se limitó a 
expresar que la citada interna se encontraba aun sujeta a proceso, con 
motivo de la reposición de procedimiento ordenada por la Autoridad de 
Alzada, y eso dilataria la notificaciones dirigidas a la procesada.  
  Por ello, al reasumir jurisdicción por parte de esta Sala Especializada y a la 
luz de los agravios plasmados por el funcionario apelante, se toma en 
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consideración lo informado por la Autoridad Penitenciaria en su oficio 
*************************** de fecha once de diciembre de dos mil veinte, 
respecto a que la ************** **** ***** se ha visto inmersa en las pugnas 
por tomar control del área donde se encontraba ubicada, faltando a las 
disposiciones reglamentarias y vulnerando la seguridad de ese Centro, lo 
cual conllevó tomar medidas urgentes y necesarias de protección para la 
salvaguarda la gobernabilidad y civilidad del centro carcelario en el que se 
encontraba, que culminó en el traslado dela antes referida al Centro de 
Reinserción Social con sede en la capital del Estado, el cual cuenta con las 
condiciones necesarias para su vigilancia adecuada. 
Asimismo, es de tomarse en cuenta el argumento vertido por el funcionario 
recurrente en suescrito de agravios, al sostener que dicho acto 
administrativo también se efectuó con el objeto de salvaguardar los 
derechos humanos de la persona trasladada, en específico su vida e 
integridad física, pues su permanencia en ese Centro de Reclusión 
generaba el riesgo fundado de ser agredida en virtud de las pugnas por el 
control de gobernabilidad que existía en ese lugar, test de ponderación que 
esta Sala Especializada comparte en comparación a su derecho humano a 
la adecuada defensa y al de expedites en la impartición de justicia que alegó 
el Juez Natural en el auto combatido, pues la circunstancia de que la 
interna**** ***** continuara recluida en el Centro Penitenciario de Benito 
Juárez, Quintana Roo, no solo podrían ser objeto de represalias en su 
persona sino que pudiere culminar en su deceso, lo cual debe evitarse a 
toda costa. Misma razonabilidad jurídica que puede observarse desde la 
óptica de la restante población penitenciaria, pues el hecho de que la interna 
de mérito haya sido trasladada al Centro de Reclusión de la capital estatal, 
también puede decirse que sus derechos humanos a la vida y salud quedan 
salvaguardados, al restablecerse el orden, paz y tranquilidad en el Centro 
de Reinserción de Benito Juárez, Quintana Roo; máxime que el recurrente 
acreditó lo anterior con la copia certificada de la Resolución Administrativa 
de fecha once de diciembre de dos mil veinte, emitida por la Licenciada 
******** **** ******* Encargada de la Dirección General de Ejecución de Pena 
y Medidas de Seguridad y con la copia certificada del Acta del Comité 
Técnico en su Centésima Septuagésimoquinta sesión extraordinaria 
celebrada el diez de diciembre de dos mil veinte, que contiene los diversos 
partes informativos durante los meses de agosto, octubre, noviembre y 
diciembre, todos del año dos mil veinte; documentos que obran en los autos 
de la causa penal. 
 En ese sentido, al haber acreditado el Director del 
Centro de Reinserción Social de Benito Juárez, Quintana Roo, la 
NECESIDAD URGENTE que tuvo para ordenar el traslado dela interna 
******* **** *****del Centro de Reinserción que dignamente preside, al 
diverso con sede en la capital del Estado, y la ponderación que efectuó a los 
derechos humanos de éste; por lo que con fundamento en el artículo 52 
fracciones I, II, III y penúltimo párrafo de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal, y último párrafo del artículo 18 Constitucional, que a la letra dice: “La 
Autoridad Penitenciaria, como caso de excepción a lo dispuesto en el 
artículo 50, podrá ordenar y ejecutar el traslado de personas privadas de la 
libertad, mediante resolución administrativa con el único requisito de 
notificar al juez competente dentro de las veinticuatro horas siguientes de 
realizado el traslado, en los siguientes supuestos: I. En casos de 
delincuencia organizada y medidas especiales de seguridad: II. En caso de 
riesgo objetivo para la integridad y la salud de la persona privada de su 
libertad; y III. En caso de que se ponga en riesgo la seguridad o 
gobernabilidad del Centro Penitenciario. En todos los supuestos de 
excepción a los traslados sin autorización previa, el juez tendrá un plazo de 
cuarenta y ocho horas posteriores a la notificación para calificar la legalidad 
de la determinación administrativa de traslado…”; por tanto, al haber 
actuado conforme a derecho, este Ad quem estima procedente REVOCAR 
el auto apelado, y en su lugar SE CALIFICA DE LEGAL LA 
DETERMINACIÓN ADMINISTRATIVA DE TRASLADO realizada por el 
Director del Centro de Reinserción Social de Benito Juárez, Quintana Roo, 
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dela interna******* **** *****. 
 Al caso resulta prudente citar la tesis I.5o.P.63 P 
sostenida por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación, Publicación: 
viernes 06 de abril de 2018 10:10 h, Materia(s): Penal, con el registro 
2016569, Décima Época, que establece lo siguiente: “ORDEN DE 
TRASLADO DE UN CENTRO DE RECLUSIÓN A OTRO AUTORIZADO 
MEDIANTE RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA. EN LOS SUPUESTOS DE 
EXCEPCIÓN PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 52 DE LA LEY NACIONAL 
DE EJECUCIÓN PENAL, EL JUEZ ESTÁ OBLIGADO A PRONUNCIARSE 
SOBRE SU LEGALIDAD EN EL IMPRORROGABLE TÉRMINO DE 
CUARENTA Y OCHO HORAS. El artículo citado establece que en los 
supuestos de excepción, la autoridad penitenciaria puede ordenar y ejecutar 
el traslado de personas privadas de la libertad, mediante resolución 
administrativa, con el único requisito de notificarle al Juez dentro de las 
veinticuatro horas siguientes de realizado el traslado; luego, el Juez tendrá 
un plazo de cuarenta y ocho horas posteriores a la notificación para calificar 
la legalidad de la determinación administrativa de traslado. En ese sentido, 
si se toma en cuenta que la institución penitenciaria se encuentra 
constreñida a exponer las circunstancias especiales y causas inmediatas 
por las cuales consideró acreditado el supuesto de excepción, es inconcuso 
que el Juez competente se encuentra legalmente obligado a pronunciarse 
sobre la legalidad de la orden de traslado en el improrrogable término de 
cuarenta y ocho horas, con base en las consideraciones expuestas por la 
autoridad penitenciaria y, en su caso, con las constancias que para tal 
efecto acompañe a la solicitud respectiva.” 
 Por otro lado, no se desatienden a los argumentos 
vertidos por la defensa particular de la señalada**** *****, licenciado ****** 
**** ********, en su respectivo escrito presentado ante el Juez de la Causa 
con motivo de la vista que se les dio a la procesada por el recurso 
interpuesto; y quien compartió el criterio al que arribó el Aquo al sostener 
que es a la Autoridad Judicial a quien le compete el ordenamiento de los 
traslados; sin embargo, contrario a su apreciación, a juicio de este Tribunal 
de Alzada, la Autoridad Penitenciaria justificó la necesidad de la medida 
administrativa al estimar que dicha internaes persona de considerada 
peligrosidad y que constituiría un mayor riesgo para ésta permanecer en 
reclusión en el Centro de Retención en el que se encontraba, y para la 
seguridad de la restante población penitenciaria y al gobernabilidad de dicho 
centro carcelario, como lo acreditó con la copia certificada de la Resolución 
Administrativa de fecha once de diciembre de dos mil veinte, emitida por la 
Licenciada ******** **** ******, Encargada de la Dirección General de 
Ejecución de Pena y Medidas de Seguridad y con la copia certificada del 
Acta del Comité Técnico en su Centésima Septuagésimoquinta sesión 
extraordinaria celebrada el diez de diciembre de dos mil veinte, que contiene 
los diversos partes informativos durante los meses de agosto, octubre, 
noviembre y diciembre, todos del año dos mil veinte. Además, debe decirse 
que el Juez de origen puede hacer uso de exhortos a su homólogo para 
hacer del conocimiento ala procesada de marras respecto todas las 
determinaciones arribadas durante la substanciación del proceso penal 
***/**** que se le instruye, así como asegurar la presencia de ésta en las 
diversas audiencias judiciales que al efecto determine para la prosecución 
del mismo, mediante órdenes de traslado, al desahogo de las audiencias.  
- - - Por lo expuesto, razonado y fundado es de resolverse y se: – 

R E S U E L V E 
- - - PRIMERO.-  Se REVOCA el auto de fecha **** de ********* de dos mil 
******, mediante la cual el Secretario de Acuerdos en funciones de Juez 
******* Penal “*” de Primera Instancia del Distrito Judicial de Cancún, 
Quintana Roo, NO CALIFICÓ DE LEGAL el traslado dela procesada******* 
**** *****del Centro de Reinserción Social con sede en la ciudad de Cancún, 
Municipio de Benito Juárez, Quintana Roo, al diverso Centro Penitenciario 
de la capital del Estado, lo anterior por estar privada de su libertad con 
motivo del proceso penal que se le instruye por el delito de HOMICIDIO 
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CALIFICADO, registrado bajo el número ***/****, de conformidad con lo 
razonado en el considerando ultimo de esta resolución.– 
- - - SEGUNDO.-SE CALIFICA DE LEGAL LA DETERMINACIÓN 
ADMINISTRATIVA DE TRASLADO realizada por elDirector del Centro de 
Reinserción Social de Benito Juárez, Quintana Roo, dela interna******* **** 
*****, del Centro de Retención Municipal con sede en esta ciudad de 
Cancún, municipio de Benito Juárez, Quintana Roo, al diverso Centro 
Penitenciario de la ciudad de Chetumal, Quintana Roo.- - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - TERCERO.- Expídase las copias de Ley correspondientes y devuélvase 
la copia certificada del expediente penal en cita, al Juzgado de origen, para 
sus efectos legales correspondientes y en su oportunidad archívese el 
presente toca como asunto totalmente concluido.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - CUARTO.- Notifíquese esta resolución al funcionario administrativo 
apelante por oficio de estilo, a las partes por el conducto asentado en estos 
autos, y en su oportunidad archívese el presente toca como asunto 
totalmente concluido.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
- - - NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE Y CUMPLASE.- Así lo resolvió y 
firma la ciudadana Magistrada Titular de la Octava Sala, Especializada en 
Materia Penal Tradicional del Tribunal Superior de Justicia del Estado, 
Maestra en Derecho******* ******** *******, ante la Secretaria de Acuerdos de 
la Sala Maestra en Derecho **** ****** ***** ******, quien autoriza y da fe. 
DOY FE.-  
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Todos los textos eliminados en esta versión pública corresponden a información 
confidencial en su vertiente de datos personales y/o sensibles (nombres de las 
partes, estado civil, lugar de nacimiento, domicilio, edades y datos de localización 
de los inmuebles entre otros). En términos de lo previsto en los artículos 126, 127, 
129 y 137 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 
Estado de Quintana Roo y 116 la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 
 
 


